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Exp. 1530/2017

PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 1503/2017
PARTE ACTORA: 

**********.. 
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRA AUTORIDAD.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciséis de julio de dos mil dieciocho. 

V I S T O S, para resolver en Definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 1503/2017, promovido por la ciudadana**********., en contra de actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y otra autoridad; y, 
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo dictado el día treinta de agosto de dos mil diecisiete, se tuvo a la ciudadana**********, demandando el acto, y respecto de las Autoridades que enseguida se precisan:
Autoridades Demandadas:

- Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

De dichas Autoridades, la Actora impugna lo siguiente:


“a) **********."

II.-Substanciado en cada una de sus etapas, en la fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia se llevo a cabo la misma, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda y al de contestación, haciéndose constar que a las partes no se les desechó ninguna prueba. Se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada Instructora para su resolución.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.-De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original de la resolución que determina Multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal**********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, el cual se encuentra dirigido a**********; documental que obra a fojas 08 y 09 del expediente en el que se actúa.

En el presente caso comparece a juicio la ciudadana**********, a demandar la nulidad del citado acto y acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número**********, que contiene el Poder Otorgado a la aquí compareciente, el cual se encuentra visible a fojas 15 a la 24 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación del Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral  220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a fojas 63 y 64 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución que determina Multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal**********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, cuyo original se localiza a fojas 08 a la 09, del expediente en que se actúa; documentales que fueron ofrecidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

La autoridad compareciente Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director General de Ingresos, señala la improcedencia del juicio por virtud del consentimiento, al no haber ejercitado con oportunidad la acción de nulidad, conforme a los argumentos vertidos en su escrito de contestación de demanda, lo cual guarda relación con el estudio de fondo del presente asunto, ello al impugnar la parte actora la notificación de la determinación de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, lo cual será analizado al resolver el estudio de fondo de la cuestión planteada en el presente asunto.

A juicio de la Magistrada Instructora de esta Sala Unitaria, los argumentos en que la autoridad sustenta la improcedencia del juicio, corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto resultan inatendibles en este momento procesal.

Por otra parte la citada autoridad compareciente, hace valer la excepción de falta de acción y carencia de derecho, argumentando que no le asiste razón a la parte actora, respecto a las pretensiones planteadas, toda vez que son ineficaces sus conceptos de impugnación; a lo anterior es de decirse que tales argumentos tienden a sostener la legalidad del acto, lo cual será analizado en su oportunidad procesal.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 2 a la 6 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- En primer término se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en la resolución determinante del crédito fiscal**********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, documental que obra a fojas 8 y 90 del presente sumario.
De los conceptos de impugnación vertidos en el escrito inicial de demanda, la parte actora hace valer en su cuarto concepto de impugnación,  la ilegal notificación de la resolución Liquidatoria impugnada, ello al contravenir lo establecido en el artículo 76 del Código Fiscal del Estado, al haberse entendido con un tercero, y sin haberse practicado a la hora que se estableció en el supuesto citatorio dirigido al Representante legal.
Señala que en el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, se desprende que al constituirse en el domicilio del interesado, el notificador debe requerir su presencia o la de su representante y, en su caso de no encontrarlo dejarle citatorio para que espere en hora fija del día hábil siguiente, ocasión esta última en la cual deberá acudir a la hora establecida en el citatorio, y requerir de nueva cuenta la presencia del destinatario y notificarlo, pero si este no aguarda a la cita, previo cercioramiento y razón pormenorizada de tal circunstancia, la diligencia debe practicarse con quien se encuentre en el domicilio o con un vecino, en su defecto.

La autoridad señaló en el citatorio que el representante legal esperara a las**********, para la práctica de la diligencia de notificación, no obstante la notificadora practicó la diligencia de notificación con un tercero, a una hora distinta a la antes señalada, sin haber justificado su proceder. Po lo cual concluye que dicha constancia es ilegal.
El concepto de impugnación vertido por la parte actora resulta ser fundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

 En primer término se debe de señalar que las reglas de notificación personal en materia fiscal se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual para una mayor comprensión del presente asunto se transcribe a continuación:

ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 

II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 

IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 

VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 

VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.
Lo resaltado es nuestro.

Del artículo anteriormente mencionado se desprenden las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, siendo estas; (i) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (ii)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (iii) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (iv) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (v) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (vi) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (vii) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

En ese sentido se debe de advertir que de las reglas de notificaciones personales antes descritas, se desprende que se establece la obligación del notificador que en el día y hora señalada en el citatorio, se deberá acudir nuevamente al domicilio del contribuyente, y solicitar la presencia del contribuyente o de su representante legal, y que en caso de no encontrarse, lo cual deberá de asentar en dicha acta de manera circunstanciada, la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio.

Por otro lado, se debe de advertir que del citatorio de fecha doce de junio de dos mil diecisiete que consta a fojas 13 y 14 de autos, se desprende que el notificador señalo las**********, para que el Representante Legal esperara para realizar la diligencia de notificación.

No obstante lo anterior, del acta de notificación de fecha trece de junio de dos mil diecisiete,  que consta a fojas 10 a la 12 del presente sumario, se advierte que dicha diligencia se realiza con un Tercero, siendo las nueve horas con cinco minutos, y concluye a las nueve horas con ocho minutos.
Las documentales  anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Por tanto, se concluye válidamente que el notificador no practicó la diligencia de notificación de la determinación que se impugna, en la hora fijada en el citatorio correspondiente, máxime que no es factible dejar a criterio de la autoridad la hora en que deba presentarse a practicar la diligencia, pues es deber legal que el notificador cumpla con la obligación legal impuesta de constituirse en el domicilio indicado, a la hora expresamente fijada en el citatorio.
Lo anterior aunado a que la diligencia de notificación fue iniciada previo a la hora fijada en el citatorio, es decir a las nueve horas con cinco minutos, del día trece de junio de dos mil diecisiete, y concluye previo a la hora fijada en el citatorio, es decir, a las nueve horas con ocho minutos, por lo que la diligencia inicia y concluye antes de la hora fijada en el citatorio (nueve horas con diez minutos); por tanto resulta evidente la ilegalidad de la notificación del acto impugnado, al no apegarse a las formalidades de la notificación previstas en el artículo 73 del Código Fiscal del Estado.

Motivo por el cual es de considerarse fundado el concepto de impugnación que hace valer la parte actora, ello en virtud de que se ha demostrado que en el acta de notificación celebrada el pasado trece de junio de dos mil diecisiete, el notificador incumplió con las reglas de notificación prevista en el artículo 73 fracción III del Código Fiscal del Estado, ello es así, ya que si bien es cierto, dejó citatorio para el día hábil siguiente, señalado hora fija, dicha diligencia de notificación se efectuó antes de la hora señalada en el citatorio, a efecto de solicitar la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia, resultando aplicable la siguiente jurisprudencia:

Época: Décima Época 

Registro: 2011581 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 30, Mayo de 2016, Tomo II 

Materia(s): Común, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 46/2016 (10a.) 

Página: 1214 

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. DEBE EFECTUARSE A LA HORA FIJADA EN EL CITATORIO AL QUE HACE REFERENCIA EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SIN PERJUICIO DE QUE EN EL ACTA RELATIVA SE HAGA CONSTAR, ADEMÁS, LA DIVERSA EN QUE ÉSTA COMENZÓ A REDACTARSE. El artículo señalado establece que cuando la notificación se efectúe personalmente y el notificador no encuentre a quien deba notificar, le dejará citatorio para que lo espere en su domicilio a una hora fija del día hábil siguiente. Ahora bien, de conformidad con el derecho a la seguridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el notificador debe constituirse en el domicilio del gobernado en la hora asentada en el citatorio, sin que respecto de dicha exigencia pueda optarse por una interpretación flexible que permita una actuación impuntual o tardía, en tanto no es factible dejar a criterio de la autoridad el día y la hora en que podrá presentarse a practicar la diligencia. Sin embargo, como el citatorio es un acto previo al acta de notificación, puede distinguirse entre el cumplimiento que el notificador debe hacer respecto de la obligación impuesta en aquél, consistente en constituirse en el domicilio indicado a la hora expresamente fijada en él; y el momento diverso que se traduce en el levantamiento del acta de notificación, la cual deberá cumplimentarse a través de la pormenorización de las razones y circunstancias observadas por el notificador en el desahogo de la diligencia. Por tanto, es imperativo que en el acta se precise que la diligencia comenzó a la hora fijada en el citatorio, sin perjuicio de que también quede asentada la diversa en la que empezó a levantarse el acta de notificación.

En tal virtud, al no cumplimentarse las formalidades relativas a la notificación de la determinación de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, en los términos señalados con antelación, es por lo cual dicha notificación carece de validez jurídica, y por ende, de efecto legal alguno, por lo que no puede surtir efecto legal en la esfera jurídica del actor; por lo que se le tiene al accionante por conocedor de los actos impugnados en la fecha que precisa en su escrito de demanda, es decir el día 03 de agosto de 2017, y por tanto ejerciendo su acción de manera oportuna, ello al haber presentado su demanda ante este Tribunal el día 16 del citado mes y año, conforme al sello de recepción por parte de la Oficialía de Partes de este Tribunal, como se advierte de la foja 2 del presente expediente.

En las relatadas condiciones, y toda vez que la autoridad hizo valer la extemporaneidad de la acción intentada por el actor, es por lo cual, atendiendo a las consideraciones legales expuestas con antelación, que la causal de improcedencia invocada por la demandada resulta infundada.


Por otra parte, la actora se duele de que el acto impugnado resulta ilegal, en razón de que atenta contra lo dispuesto en el artículo 46 fracción VI, del Código Fiscal del Estado, en relación a la garantía de legalidad de los actos, conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, pues carece de firma autógrafa de funcionario competente, por lo cual considera debe declararse la nulidad lisa y llana.

Continua señalando que el acto es ilegal, al carecer de la firma autógrafa del funcionario emisor, pues como se aprecia del documento que se acompaña al juicio, si bien aparece una firma, lo cierto es que dicho documento no contiene la firma autógrafa del funcionario emisor, por lo que no reúne los requisitos de legalidad, como en la especie lo constituye el que contenga la firma autógrafa del funcionario público competente, lo que además niega lisa y llanamente.

En ese sentido se procede a entrar al análisis del concepto de impugnación vertido con antelación, en el cual refiere que niega lisa y llanamente que el documento impugnado contenga la firma autógrafa del funcionario emisor, a razón de que la autoridad pruebe sus afirmaciones dada la negativa lisa y llana formulada por el actor.

Ahora bien, previo a determinar la carga de la prueba, debemos considerar que el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, señala que los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones, ello según se ve de la transcripción del mismo:


“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  

En efecto, del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad.

En la especie, se destaca que la actora en su escrito inicial de demanda negó lisa y llanamente que la determinación de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, contenga la firma autógrafa del funcionario competente emisor de la misma, según se desprende del contenido del primer concepto de impugnación, por lo que si produjo su negativa en ese sentido, se concluye la carga probatoria conforme al numeral 45 del Código Fiscal en cita, corre a cargo de la autoridad demandada, quien tiene la obligación legal de justificar sus afirmaciones.
En ese sentido, la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, en lo conducente manifestó lo siguiente:

"...**********
...."

De igual manera, la Autoridad Fiscal ofreció como prueba la constancia de notificación correspondiente, relativa a la resolución determinante del crédito fiscal, la cual fue exhibida por la parte actora.
Sin embargo, atendiendo a que tales constancias de notificación con las cuales la autoridad demandada pretende cumplir con la carga probatoria al afirmar que el documento en cuestión si contiene la firma autógrafa, dicha constancia de notificación de fecha trece de junio de dos mil diecisiete, la misma resultó ilegal al no cumplimentarse las formalidades relativas a la notificación de la determinación de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, en los términos señalados en párrafos anteriores. 

Por tanto, si dicha notificación carece de validez jurídica, y por ende, de efecto legal alguno, por lo que no puede surtir efecto legal en la esfera jurídica del actor; es por lo cual no puede la autoridad demandada cumplir la carga probatoria, sobre la base de dicha notificación que resultó ilegal, de ahí que no se acredite debidamente que el documento impugnado relativo a la resolución determinante del crédito fiscal contiene la firma autógrafa de que se duele la accionante.

Lo anterior aunado, a que la autoridad demandada en su contestación a la demanda manifiesta que el acto cumple con el requisito de legalidad por calzar firma autógrafa, constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrar, a través de la prueba pericial grafoscópica, la legalidad del acto administrativo, en aquellos casos en que no sea posible apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa, como acontece en el presente asunto, sin embargo la demandada no ofreció medio de prueba pericial alguno para acreditar su dicho. Resultando aplicable la siguiente Jurisprudencia:
Época: Novena Época 

Registro: 171171 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVI, Octubre de 2007 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 195/2007 

Página: 243 

FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los actos administrativos, para su validez, deben contener la firma autógrafa de la autoridad competente que los emite. Por otro lado, es principio de derecho que "quien afirma está obligado a probar"; sin embargo, no toda afirmación obliga a quien la hace a demostrarla, ya que para ello es requisito que se trate de afirmaciones sobre hechos propios. Ahora bien, si la actora en su demanda de nulidad plantea que el acto impugnado no cumple con el requisito de legalidad que exigen los artículos 38, fracción V, del Código Fiscal de la Federación y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por no contener firma autógrafa, esta manifestación no es apta para estimar que es a ella a quien corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios, sino únicamente del señalamiento de un vicio que podría invalidar al acto impugnado. En cambio, si la autoridad que emitió la resolución impugnada en su contestación a la demanda manifiesta que el acto cumple con el requisito de legalidad por calzar firma autógrafa, ésta sí constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrar, a través de la prueba pericial grafoscópica, la legalidad del acto administrativo, en aquellos casos en que no sea posible apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa.


En tal virtud, al no acreditarse de manera fehaciente por parte de la autoridad demandada la firma autógrafa del Director General de Ingresos, en el documento que contiene el crédito fiscal impugnado, no obstante la carga probatoria que le correspondía, ello ante la negativa lisa y llana formulada por la parte actora, en los términos señalados con antelación, es por lo cual resulta fundado el argumento de la accionante.

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución determinante del crédito fiscal**********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impusieron a la parte actora diversas multas, por concepto de omisión o presentación extemporánea y por requerimiento de autoridad**********, de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, correspondiente a los meses de**********, en virtud de que no contiene la firma autógrafa de su emisor, conforme a las consideraciones legales expuestas en el presente considerando, actuando en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el artículo 46 fracción VI, del Código Fiscal del Estado, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción I, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la Parte Actora. Para tal efecto, se invoca el siguiente criterio Jurisprudencial, cuyo contenido, datos de identificación y rubro se citan enseguida:

Octava Época; Registro: 220006; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Tomo IX, Marzo de 1992; Materia(s): Común; Tesis: II.3o. J/5; Página: 89. 

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de violación vertidos en la demanda de amparo.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez total de la resolución determinante del crédito fiscal**********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impusieron a la parte actora diversas multas, por concepto de omisión o presentación extemporánea y por requerimiento de autoridad**********, de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, correspondiente a los meses de**********, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de esta resolución. 
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a la demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE. (rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

